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SEPTIMA UNIDAD
MEDIOS DE FISCALIZACIÓN

Fundamento de la facultad de fiscalización.

El sistema generalizado de determinación de la obligación tributaria a nivel mundial, es aquel en que la verificación y cuantificación de los distintos elementos y, que en definitiva permite  establecer el monto del impuesto, es de responsabilidad del obligado a su pago, esto es, del propio contribuyente (auto determinación impositiva). Es el propio obligado al impuesto el que debe efectuar la sumatoria de las operaciones afectas a impuesto, calcularlo según la base y la tasa establecidas en la Ley, aplicar los créditos y ajustes que corresponda, para luego declarar y pagar, sin intervención de autoridad alguna.

De ahí que la primera obligación, facultad o derecho que se le otorga al Servicio de Impuestos Internos, consiste en la de poder examinar, revisar y verificar las determinaciones impositivas, materializadas en las denominadas declaraciones de impuestos, a cuyo respecto se refieren los artículos 29º y  30º del Código Tributario.

Forma en que se ejerce la Acción Fiscalizadora.

El artículo 59º del Código Tributario consagra legalmente la acción fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos, respecto de las declaraciones de impuestos, que como hemos señalado constituye la determinación de la obligación tributaria hecha por el propio contribuyente.

Junto a esta limitación se encuentran aquellas que dicen relación con los derechos y garantías del contribuyente, según veremos en la próxima unidad.

Al efecto, dicha norma señala: "Dentro de los plazos de prescripción, el Servicio podrá  examinar y revisar las declaraciones presentadas por los contribuyentes".

Medios de fiscalización en general

La presentación de declaraciones por parte del contribuyente, no sólo constituye la autodeterminación del impuesto a pagar, sino que además el primer paso en la secuencia del cumplimiento de la obligación tributaria, al que siguen los siguientes, a partir del vencimiento del plazo legal del pago de los impuestos, época límite en que ellas deben ser formuladas, dichas etapas son las siguientes: 

a) Presentación de declaraciones de impuestos y/o antecedentes por parte del contribuyente.

b) Examen, revisión y verificación de tales antecedentes.

c) Citación facultativa del contribuyente de conformidad al artículo 63º del Código Tributario, para que realice alguna de las actuaciones que esa norma señala.

d) Liquidación del impuesto por la administración.

e) Aceptación expresa o tácita del contribuyente, u oposición mediante la reclamación respectiva. 

f) Giro del impuesto.

g) Cobro y/o pago del impuesto.

Como dijimos, al Servicio corresponde verificar el correcto cumplimiento de la obligación del contribuyente, para ello cuenta con una serie de mecanismos, medios,  o  facultades que le permiten realizar su función. El listado corresponde a un curso preparado en el Servicio para sus funcionarios, creemos que ilustra con respecto a la amplitud de atribuciones que se le reconoce a este órgano en su accionar:

Algunas de estas facultades, a manera de ejemplo, son las siguientes:

1.- El Servicio tiene la facultad de someter a examen y revisión las declaraciones presentadas por los contribuyentes, conforme a lo dispuesto en el art. 59 del C.T.

2.- La facultad de tasar, cuando el valor de enajenación de un bien raíz u otros bienes o valores que se transfieren a un contribuyente, obligado a llevar contabilidad completa, sea notoriamente superior al valor comercial de otros bienes de características similares.-

3.- La facultad de examinar los inventarios, balances, libros de contabilidad y documentos de los contribuyentes, para verificar la exactitud de las declaraciones y obtener la información que necesita.

4.- De examinar los libros y declaraciones de las personas obligadas a retener un impuesto.

5.- El Director Regional, tiene la facultad de determinar el monto razonable de la alimentación, movilización o alojamiento, proporcionado a un trabajador en el sólo interés del empleador.

6.- La Dirección Nacional del Servicio podrá disponer  el cambio  total  o  parcial del sujeto del impuesto   al adquirente o persona   que deba soportar  el recargo o inclusión,  quienes deberán retenerlo  e ingresarlos en  arcas fiscales.

7.- La posibilidad de disponer la presentación  de un estado  de situación  del contribuyente  en el que debe incluir el valor de costo  y fecha  de adquisición  de los bienes   que el Director Regional le indique.

8.-  Tiene la facultad de ordenar la confección  o  modificación de inventarios  por parte del contribuyente, la que podrá  ser presenciada   por   funcionarios autorizados del  Servicio de Impuestos Internos. También  dichos funcionarios podrán confeccionar inventarios  o  confrontarlos en cualquier momento,  siempre que no  intervengan   con  las operaciones de comercialización  del contribuyente,  con  las existencias reales. 

9.-  El Director Regional,  tiene la facultad de determinar, a su juicio  exclusivo,  los montos de asignación  de traslación y  viático   que no  constituyen renta.  El exceso de estos montos  sí constituirá renta.

10.-  Pedir declaración jurada por escrito o  citar a toda persona, domiciliada dentro  de la jurisdicción  de la oficina que la cite,  para que concurra a declarar  sobre hechos, datos o  antecedentes  de cualquier naturaleza, relacionados con terceras personas.

11.-  Tasar el valor  de los bienes corporales muebles  cuando  el  valor fijado  fuere notoriamente inferior al corriente en plaza o  no  se les hubiese asignado un  valor.

12.-  Revisar las cuentas corrientes bancarias  por resolución fundada del Director,  cuando se encuentre investigando  infracciones a las leyes tributarias sancionadas con  pena corporal.

13.-  Fijar, mediante resolución  de la Dirección, los años  de vida útil  de los bienes físicos del activo inmovilizado para los efectos de determinar su depreciación  anual.

14.-  Citar a un contribuyente para que, dentro del plazo de un mes, presente una declaración o rectifique, aclare,  amplíe o confirme la anterior.

15.- Tasar la base imponible con los antecedentes que el Servicio tiene en su poder, en el caso que el contribuyente no concurra a la citación, no conteste o no cumpla con las exigencias que se le hacen o al cumplir no subsane las deficiencias comprobadas o que se le comprobasen.

16.- Los Síndicos privados de Quiebra, tienen la obligación de comunicar, dentro de los cinco días hábiles de asunción de su cargo, de la declaración de Quiebra de un contribuyente determinado, al Director Regional correspondiente al domicilio del fallido.

17.- La Dirección del Servicio  podrá disponer el cambio total o parcial del sujeto del impuesto, de tal forma que el tributo afecte al beneficiario del servicio, quien deberá retenerlo e ingresarlo en arcas fiscales.

18.- Se han establecido varias obligaciones a terceras personas o Instituciones de dar información al Servicio o velar por el cumplimiento de determinadas exigencias tributarias al contribuyente.

19.- Fijar lo que debe entenderse por remuneración razonable de las personas que, por cualquier circunstancia personal o por la importancia de su posición en la empresa, hayan podido influir en la fijación de su propia remuneración.

20.- El Director Regional tiene la facultad de determinar si las remuneraciones prestadas en el extranjero son necesarias y  convenientes para producir la renta en Chile y, por tanto, aceptarlos o no como gastos de esa naturaleza.

21.- Tasar el valor de diferentes bienes corporales muebles, del giro del vendedor, comprendidos en una venta a suma alzada, de establecimientos de comercio o de cualquier otra universalidad.

22.- Practicar una Liquidación a los contribuyentes que no presentaren declaración, estando obligados a hacerlo a los cuales se les determinaren diferencias de Impuestos.

23.- Girar de inmediato, sin otro trámite previo, los impuestos correspondientes sobre las sumas contabilizadas, en los casos de impuestos de recargo, retención o traslación no declarados.

24.-  Tasar, sin citación previa, cuando el valor de un bien mueble o de un servicio prestado, sea notoriamente inferior al corriente en plaza.

25.- Tasar la base imponible, previa citación, en los casos de que las declaraciones, documentos, libros o antecedentes no sean fidedignos o cuando el contribuyente no presentare declaración estando obligado a hacerlo.

26.- Exigir a los contribuyentes la emisión de una boleta, con la última numeración del día, por el total de las ventas o servicios menores al mínimo, por el cual deban emitirse las boletas.

27.- Tasar el valor de los bienes corporales muebles dados en pago de un servicio, para los efectos de determinar el precio de este último  y afectarlo con impuesto.

28.- Asignar las características, a una factura de compra, de falsa o no fidedigna o que no cumple con los requisitos legales o porque ha sido otorgada por personas que no son contribuyentes de IVA, con posterioridad a su pago.

29.- Requerir a cualquier funcionario fiscal, semifiscal, de Instituciones Fiscales y Semifiscales, de Administración autónoma y Municipales, los datos o antecedentes que el Servicio solicite para la Fiscalización de los impuestos.

30.- La facultad, por parte del Director Regional, de solicitar a los Bancos e Instituciones de Crédito de Dinero, copias de los balances o estado de situación de los contribuyentes que requiera el Servicio, para la fiscalización.

31.- La facultad de ordenar a ciertos contribuyentes, la inscripción en registros especiales, dispuestos por la Dirección Regional, quien señalará los antecedentes que deben proporcionarse, para los efectos de su inscripción.

32.- La obligación que tienen los contribuyentes de IVA de presentar las declaraciones mensuales, aun cuando no deban pagar cantidad alguna por concepto de impuesto o no hayan realizado operaciones en uno o más periodos mensuales.

33.- La facultad de la Dirección , de exigir el otorgamiento de facturas o boletas, respecto de cualquier ingreso, operación o transferencia, que directa o indirectamente sirva para el cálculo de un impuesto.

34.-  Facultad, establecida por la Ley, en el sentido de exigir el otorgamiento de facturas, boletas o guías de despacho, aún cuando se trate de operaciones exentas de IVA o que dicho Impuesto no resulta aplicable.

35.- Facultad del Director Regional de determinar la renta mínima imponible de Primera Categoría, la que será igual al 10% del capital efectivo o un porcentaje de las ventas realizadas, cuando la renta liquida imponible no pueda determinarse clara y fehacientemente, por falta de antecedentes u otra circunstancia.

36.- La obligación establecida para los contribuyentes, de conservar sus libros de compraventa permanentemente en el negocio o establecimiento y anotarse en ellos día a día y a medida que las operaciones se realicen. Su incumplimiento será sancionado según los Nos. 6 o 7, del artículo 97º, del Código Tributario, según corresponda.

37.- Facultad del Servicio de exigir la exhibición de la guía de despacho o factura  durante el traslado de especies afectas, efectuado en vehículos destinados al transporte de carga.

38.-. Facultad del Director Regional de impugnar los precios o valores, en que el contribuyente efectúe sus transacciones o contabilice sus movimientos de importación o exportación, cuando ellos difieran de los que se obtienen de ordinario en el mercado interno y externo.

39.- Obligación de inscribirse en el RUT, de todas las personas naturales o jurídicas y las entidades o agrupaciones sin personalidad jurídica, que en razón de sus actividades o condición causen o puedan causar impuestos.

40.- Obligación de toda persona natural o jurídica, que inicie negocios o labores susceptibles de producir rentas gravadas, de presentar una declaración jurada sobre dicha iniciación, dentro de los dos meses siguientes a aquel en que comiencen sus actividades.

41.- Facultad del Director Regional de determinar las rentas afectas,  en caso de agencias, sucursales u otros establecimientos permanentes, de empresas extranjeras que operan en Chile, cuando los elementos contables de ellas, no permitan establecer tales resultados.

42.- Facultad para establecer que las diferencias de ingresos que determine el Servicio, a los contribuyentes de IVA, se considerarán ventas o servicios y se gravarán con el IVA e impuestos que procedan, del Título III de la Ley sobre IVA, según el giro principal del negocio.

43.- Facultad para requerir que atestigüen bajo juramento, sobre los puntos contenidos en una declaración, los contribuyentes o los que hayan intervenido en su confección o en la preparación de ella o de sus antecedentes.

44.- Facultad para que, en aquellos casos de menor existencia de productos, que se establezca entre las anotaciones de los Libros y la que resulte de los inventarios que practique el Servicio, se presuma que fueron vendidos en el mes en que se tome el inventario.

45.- La obligación establecida para todos los contribuyentes, de poner en conocimiento de la Oficina del Servicio que corresponda, de todas las modificaciones importantes a los datos y antecedentes contenidos en el formulario de iniciación de actividades.

46.- La obligación establecida para toda persona, que por terminación de su giro comercial o industrial o de sus actividades, deje de estar afecta a impuestos, de dar aviso por escrito al Servicio.

47.-La presunción legal ,establecida en la ley de la Renta, de que toda persona disfruta de una renta, a lo menos equivalente a sus gastos de vida y de las personas que viven a sus expensas.

48.- Presunción establecida, para el caso de que los contribuyentes no acrediten el origen de los fondos con que han efectuado sus gastos, desembolsos o inversiones, que corresponden a rentas o utilidades afectas a Primera Categoría del artículo 20º, Nº 3  o a impuesto  de  Segunda Categoría del artículo 42º, No.2, atendiendo a su actividad principal.

49.- Prohibición de autorizar ninguna disolución de Sociedad, sin un certificado del Servicio, en el cual conste que la Sociedad se encuentra al día en el pago de sus tributos.

50.- Calificar las pérdidas de mercaderías por casos fortuitos o fuerza mayor, para los efectos de autorizar la rebaja de dichas pérdidas en la contabilidad y eximirlo del tributo respectivo.

51.- Calificar las pieles de animales, alfombras y tapices como finas, para efectos de gravarlos con el 50% del Impuesto.

52.- La obligación de emitir facturas por las operaciones que celebren los industriales, agricultores, las personas consideradas vendedores  por la Ley del IVA, Importadores, Distribuidores y Comerciantes Mayoristas.

53.- Obligación establecida para el adquirente o beneficiario de un servicio, de exigir la factura o boleta y de retirarla del local o establecimiento del emisor.

54.- Girar de inmediato y sin otro trámite previo, en caso de quiebra del contribuyente, todos los impuestos adeudados por el fallido.

55.- Girar de inmediato y sin otro trámite previo, las cantidades que hubiesen sido devueltas o imputadas y en relación con las cuales se haya interpuesto acción penal por delito tributario.

56.- Solicitar el arresto del contribuyente renuente a proporcionar a la administración tributaria los antecedentes solicitados por esta, a fin de obtener el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

Algunas facultades en especial.

El Código del ramo establece, como acabamos de ver, múltiples facultades fiscalizadoras, algunas de estas, con más detalle, son las siguientes:

A.- Examen de documentos: 

De acuerdo a lo establecido en el Art. 60 del Código Tributario, el Servicio está facultado para verificar la exactitud de las declaraciones u obtener información,  examinando los inventarios, balances, libros de contabilidad y documentos del contribuyente, que deban servir de base para la determinación del impuesto o con otros puntos que figuren o debieran figurar en la declaración.

Documentos a que se refiere:

Según la norma, estos documentos son los balances, libros de contabilidad y cualquier otro documento del contribuyente, en cuanto se relacione con los elementos que deben servir de base  ya sea para la determinación del impuesto o con otros puntos que figuren o debieran figurar en la declaración. Además, el Código incluye la factibilidad de poder examinar los libros y documentos de las personas obligadas a retener un impuesto. 

Debe tenerse presente la limitación general que impone el artículo en cuanto a la documentación que puede ser objeto del ejercicio de esta facultad; en efecto, ha de ser documentación relacionada con aspectos tributarios de la actividad del contribuyente, aunque sea indirectamente.

Este examen se efectúa en el marco de las denominadas auditorias tributarias, a cuyo concepto nos referimos en las siguientes líneas y según los términos que se contienen en la circular 58 de 21 de septiembre de 2000, referida a dicho procedimiento.

Auditoria tributaria

La auditoría tributaria es un procedimiento destinado a fiscalizar el correcto cumplimiento por parte de los contribuyentes de su obligación  tributaria principal, como también de aquellas  accesorias o formales contenidas en la normativa legal y administrativa vigente, con el propósito de:

Verificar que las declaraciones de impuestos sean expresión fidedigna de las operaciones registradas en sus libros de contabilidad y de la documentación soportante, y que reflejen todas las transacciones económicas efectuadas.

a).- Establecer si las bases imponibles,  créditos, exenciones, franquicias, tasas e impuestos, están debidamente determinados y de existir diferencias, proceder a efectuar el cobro de los tributos con los consecuentes recargos legales.

b).- Detectar oportunamente a quienes no cumplen con sus obligaciones tributarias.

Procedimiento: 

El procedimiento comprende las notificaciones (requerimientos), citaciones y liquidaciones de impuesto, en el entendido que el proceso puede terminar antes si en definitiva no se detectan diferencias de impuesto.

En cuanto a la notificación, requerimiento al que se le da este nombre, pero que igualmente debe ser notificado, es la primera etapa del proceso, en que se comunica el S.I.I. con el contribuyente, solicitando los antecedentes necesarios para iniciar una revisión. 

La notificación al contribuyente se debe realizar personalmente, por cédula o por carta certificada de acuerdo a lo establecido en los artículos 11 al 14 del C. T.

En particular, para examinar la exactitud de las declaraciones y verificar la correcta determinación y pagos mensuales de los impuestos contemplados en el Decreto Ley N° 825 de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, se debe contemplar lo establecido en la Ley N° 18.320 de 1984 y sus modificaciones. Esta normativa altera el procedimiento que veremos a continuación, en cuanto a plazos y trámites obligatorios, pero solamente respecto del I.V.A. Será analizada en la unidad siguiente.

 Resultado de la notificación:

Si el contribuyente notificado responde y presenta la documentación dentro del plazo establecido, el funcionario debe levantar un Acta de Recepción de la documentación, que podrá ser total o parcial, dependiendo de sí aporta todos los antecedentes solicitados o sólo una parte de estos.

Si el contribuyente notificado no ha respondido ni presentado la documentación solicitada y ha vencido el plazo, se le puede efectuar una denuncia por la infracción tipificada en el Art. 97 N°21, incorporado al Código por Ley N° 19.738, infracción que se describe de la siguiente forma: 

 "La no comparecencia  injustificada ante el Servicio, a un segundo requerimiento notificado al contribuyente conforme a lo dispuesto en el artículo 11, con una multa de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual, la que se aplicará en relación al perjuicio fiscal comprometido y procederá transcurridos 20 días desde el plazo de comparecencia indicado en la segunda notificación. El Servicio deberá certificar la concurrencia del contribuyente al requerimiento notificado."

La  conducta consiste en la no comparecencia injustificada ante el Servicio a un segundo requerimiento notificado al contribuyente  conforme a lo dispuesto en el Código.

Para que se configure la conducta sancionada por esta norma, el contribuyente debe haber sido notificado del requerimiento por dos veces, sea en forma personal, por cédula o por carta certificada. 

Procede notificar la infracción sólo transcurridos 20 días desde el vencimiento del plazo de comparecencia indicado en la segunda notificación del requerimiento. De esta manera, si el contribuyente concurre al requerimiento, después de la fecha de comparecencia indicada en la segunda notificación, pero antes de transcurridos 20 días, a contar de la misma fecha, no se configurará la infracción.

El plazo de 20 días a que se refiere esta norma es de días hábiles.  Sin embargo, por tratarse de una actuación del contribuyente distinta a la declaración y pago, es un plazo fatal e improrrogable y, en caso de que se cumpla en un día sábado, no se prorroga al día hábil siguiente.

El contribuyente incurre en la conducta de comparecencia injustificada, cuando no prueba que su inconcurrencia obedeció a razones de fuerza mayor o caso fortuito que no le eran imputables.

El Servicio entiende por requerimiento cualquier resolución o documento emitido por el Servicio, en que se solicite la comparecencia del contribuyente, vinculada al cumplimiento de una obligación tributaria.

En la determinación de la multa que corresponda aplicar, se considera el perjuicio fiscal que se derive de la no concurrencia del contribuyente denunciado.  Para estos efectos, el perjuicio fiscal se vincula con las diferencias de impuestos involucradas en la fiscalización llevada a cabo por el Servicio. En caso de que no sea posible esta determinación, considerando que la no concurrencia de un contribuyente, por los recursos desplegados por el organismo fiscalizador, importan un perjuicio pecuniario para el Fisco, siempre procederá aplicar la multa  base de una unidad tributaria mensual. 

Finalmente, cabe hacer presente que por modificación introducida por la Ley N° 19.738 al inciso 1° del artículo 192 del Código Tributario, los contribuyentes que no concurran luego de haber sido sancionados conforme al N° 21 del artículo 97 del mismo cuerpo legal, no podrán ser beneficiados con la celebración de convenios de pago, para lo cual el Servicio remite la información sobre estos contribuyentes a Tesorería.

Resultado de la auditoría.

Efectuada la auditoría a las declaraciones y documentación Contable (Libros, Registros, Documentación de Respaldo, etc.) es posible que se llegue a los siguientes resultados:

1.- No hay diferencias de Impuestos.

El funcionario debe comunicar al contribuyente, mediante una carta aviso, que su revisión ha concluido, indicando que en la auditoría no se han determinado diferencias de impuesto.

Sin embargo, el Servicio se encuentra facultado para reexaminar períodos auditados, dentro de los plazos de prescripción que establece el Código Tributario. 

2.- Hay diferencia de Impuestos. 

Se sigue a las etapas siguientes, citación y liquidación de los impuestos que corresponda.

B.- Confección  y/o Modificación de Inventarios. 

Esta es otra de las facultades que señala el artículo 60 citado. Conforme a lo señalado en la norma legal los inventarios son confeccionados o modificados por el contribuyente, pudiendo ser presenciada esa actuación por funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, quienes, además, pueden confeccionar inventarios o confrontar en cualquier momento los del contribuyente con las existencias reales, con la limitación de que con ello no se interfiera el normal desenvolvimiento de la actividad correspondiente. 

C.- Citación de testigos y petición de declaraciones  juradas.

Citación de testigos y petición de declaraciones  juradas a toda persona que tenga conocimiento de hechos, datos o antecedentes de cualquier naturaleza relacionados con terceras personas, en cuanto sea necesario para la aplicación, fiscalización o investigación del cumplimiento de las leyes tributarias.

Señala esta norma “Para la aplicación, fiscalización o investigación del cumplimiento de las leyes tributarias, el Servicio podrá pedir declaración jurada por escrito o citar a toda persona domiciliada dentro de la jurisdicción de la oficina que la cite, para que concurra al declarar, bajo juramento, sobre hechos, datos o antecedentes de cualquier naturaleza relacionados con terceras personas”.

SE ha discutido el sentido, finalidad y alcance de esta facultad a propósito de resoluciones que han ordenado evacuar información de contribuyentes por parte de los  Bancos; Transbank S.A., y Administradoras de Fondos de Pensiones, en que cuales los afectados han alegado la ilegalidad por parte del Servicio al utilizar la facultad que analizamos. Se fundan las alegaciones en que existiría ilegalidad por cuanto esta facultad solo habría sido concebida respecto de personas determinadas; es decir, sólo se podría solicitar información de terceros determinados y que además fuesen objeto de una actuación de fiscalización o investigación administrativa. De esta forma se excluiría la posibilidad de poder solicitar información sobre grupos o categorías de contribuyentes. En este sentido, se ha utilizado como argumento el hecho de que esta facultad se encuentra ubicada dentro de los medios especiales de fiscalización, los que a juicio de los recurrentes solo son practicables respecto de contribuyentes determinados. En cambio, existen otros medios de fiscalización, que se ubican precisamente bajo el título de “otros medios de fiscalización” respecto de los cuales sí aceptan que pueden ser utilizados respecto de terceros indeterminados,  entre los cuales no se encuentra la facultad del artículo 60 inciso 8º del Código Tributario.

Los Tribunales admitieron la procedencia de este medio de fiscalización para solicitar información de terceros indeterminados.

Pese a la amplitud del texto legal, la información sólo podrá decir relación con antecedentes de relevancia tributaria vinculados a una investigación o que sean útiles y necesarios para una fiscalización o para la aplicación de los tributos.

En el caso que exista un uso excesivo de estas solicitudes de información respecto de terceros, pueden cuestionarse en la medida que obliguen a efectuar importantes sacrificios humanos y patrimoniales para los obligados de forma tal que efectivamente se les imponga una carga que signifique una afectación de su derecho a realizar actividades económicas lícitas, al ser estas cargas de tal envergadura que representen una disminución de la rentabilidad de la actividad, o bien que representen una carga tal que signifique una desventaja económica respecto de otros contribuyentes no afectos a dichas obligaciones. De igual forma, podría sostenerse que existiría ilegalidad o inconstitucionalidad en el caso que se solicitase información sin relevancia tributaria o que no guarda relación con investigaciones o procesos de aplicación de los tributos.

Debe tenerse presente en la materia el secreto o reserva tributaria, en cuanto a que el Servicio, por esta vía, adquiere cada vez un mayor flujo de información relativa a los contribuyentes; información que debe necesariamente permanecer en reserva puesto que de otra forma se produciría una evidente violación del derecho de privacidad que reconoce la Constitución en los números 4º y 5º de su artículo 19º.

D.- Control de emisión y registro de documentos.

La Presencia Fiscalizadora en terreno es un procedimiento de revisión permanente que abarca todas las actividades económicas con el objetivo fundamental de que los contribuyentes cumplan con sus obligaciones tributarias con respecto a la emisión de los documentos respectivos, su registro,  declaración y pago de impuestos.

Consiste principalmente en visitar y controlar a los contribuyentes, verificar el nivel de cumplimiento de las disposiciones tributarias vigentes, conocer la actividad comercial que desarrollan y promover el cumplimiento tributario voluntario.

Se ha instruido por el Servicio en circular 64 de 2001, que las notificaciones de infracción no son el objetivo principal, sino una consecuencia de haber detectado claramente infracciones de las disposiciones legales vigentes en el proceso de control o revisión. Estas normas administrativas constituyen un gran avance en la forma de enfrentar esta labor que, sin la necesaria regulación, puede llevar a importantes abusos con la excusa del celo funcionario fiscalizador. 

El  control de la emisión y registro de documentos es una actividad selectiva y de gran cobertura que consiste en revisar el cumplimiento de las disposiciones legales en lo referente a la emisión y registro de documentos de todos los contribuyentes obligados a emitir: facturas, boletas o guías de despacho y otros documentos de carácter tributario.

Esta actividad puede realizarse de acuerdo a una muestra de ciertos sectores o actividad económica, teniendo en cuenta el comportamiento de los contribuyentes o considerando denuncias fundadas por parte de la ciudadanía.

E.- Incautaciones del art. 161º, nº 10, del Código Tributario.

Mediante la Ley N° 19.806, publicada en el Diario Oficial de 31 de mayo de 2002, que adecua el Codigo Tributario y otras leyes a la Reforma Procesal Penal, se modificó el N10 del artículo 161, en la siguiente forma:
10°.- No se aplicará el procedimiento de este Párrafo tratándose de infracciones que este Código sanciona con multa y pena corporal. En estos casos corresponderá al Servicio recopilar los antecedentes que habrán de servir de fundamento a la decisión del Director a que se refiere el artículo 162, inciso tercero.

Con el objeto de llevar a cabo la recopilación a que se refiere el inciso precedente, el Director podrá ordenar la aposición de sellos y la incautación de los libros de contabilidad y demás documentos relacionados con el giro del negocio del presunto infractor.

Las medidas mencionadas en el inciso anterior podrán ordenarse para ser cumplidas en el lugar en que se encuentren o puedan encontrarse los respectivos libros de contabilidad y documentos, aunque aquél no corresponda al domicilio del presunto infractor.

Para llevar a efecto las medidas de que tratan los incisos anteriores el funcionario encargado de la diligencia podrá recurrir al auxilio de la fuerza pública la que será concedida por el Jefe de Carabineros más inmediato sin más trámite que la exhibición de la resolución que ordena dicha medida, pudiendo procederse con allanamiento y descerrajamiento si fuere necesario.

Contra la resolución que ordene dichas medidas y sin que ello obste a su cumplimiento, podrá ocurrirse ante el juez de letras en lo civil de turno del domicilio del contribuyente, quien resolverá con citación del Jefe del Servicio del lugar donde se haya cometido la infracción. El fallo que se dicte sólo será apelable en lo devolutivo.

En el artículo 161º, Nº 10º, del Código  Tributario, se hacía mención a la investigación administrativa previa que debía realizar el Servicio de Impuestos Internos, con el objeto de investigar la posible comisión de hechos delictivos, los que luego, mediante denuncia o querella serán comunicados al Juez del Crimen que corresponda.

En el ejercicio de esta investigación administrativa, la ley dispone que el Director podrá ordenar la aposición de sellos y la incautación de los libros de contabilidad y demás documentos relacionados con el giro del negocio del presunto infractor”.

Si en las labores de incautación hubiese oposición por parte del contribuyente, el Servicio está facultado para solicitar el auxilio de la Fuerza Pública.

Debe levantarse acta de todos y cada uno de los objetos que han sido incautados.

La ley ha previsto la posibilidad de que el contribuyente impugne una medida de incautación decretada en su contra, para lo cual deberá recurrir ante el Juez Civil, (antes debía hacerlo ante el Juez del Crimen) quien solicitará informe a la autoridad que la decretó y analizará si ella fue o no dictada en los casos y formas que la ley ha dispuesto. De este fallo se puede apelar ante la Corte de Apelaciones respectiva.

En el ejercicio de esta facultad es posible incurrir en ilegalidad, si no se adoptan los resguardes necesarios. A modo de ejemplo:

a) Se decreta la medida de incautación fuera de los casos previstos por la ley. Nos encontramos aquí en la situación en que la autoridad tributaria dispone una medida de incautación de documentos, sin encontrarse la situación prevista en el artículo 161º, Nº 10, del Código Tributario. Esto es, que no exista investigación  administrativa por hechos constitutivos delito tributario. En este caso se constituye una manifiesta ilegalidad, toda vez que la incautación es una actuación eminentemente excepcional y que solo procede en los casos y con las condiciones que la ley establece, no siendo posible su aplicación o utilización fuera de ellos. 

La incautación sólo puede referirse a antecedentes relacionados con la investigación administrativa en desarrollo y no podrá ser utilizada para la obtención, por ejemplo, de antecedentes no contemplados o ajenos a la investigación. 

Tampoco podría comprender o  extenderse a antecedentes relativos a terceros, ajenos a la investigación.

Los antecedentes deben encontrarse directa o indirectamente relacionados con el giro del contribuyente. De manera tal que debemos excluir todo antecedente que no tenga relevancia tributaria, aun cuando permita configurar un delito de otra naturaleza.

Por otra parte, se excluye todo tipo de antecedente que por su naturaleza revista el carácter de personal y no tenga relevancia tributaria. La orden de incautación no permite el registro de personas.

Debe considerarse para estos efectos la necesidad de la medida y sus efectos sobre la actividad del afectado. 

Además, deberá tenerse presente que es posible incurrir en ilegalidad, en la medida que la retención, por parte del Servicio, de los elementos incautados, se prolongue más allá de lo prudente y lo estrictamente necesario para cumplir con el fin que se tuvo en vista al decretar la medida de incautación. 

Desde ya debemos tener presente que, con la modificación introducida, se consagra que, tratándose de infracciones tributarias que el Código sanciona con multa y pena corporal, corresponde al Servicio de Impuestos Internos recopilar los antecedentes necesarios que sirvan de fundamento para la decisión que debe adoptar el Director, en cuanto a interponer denuncia o querella o enviar los antecedentes al Director Regional para la aplicación de la multa que correspondiere a través del procedimiento administrativo previsto en los números 1° a 9° de este mismo artículo. De esta forma se elimina la expresión investigar, exclusiva del Ministerio Público.

Conforme a lo anterior, cuando en el ejercicio de sus facultades de fiscalización, el Servicio detecte hechos que pudieren ser indiciarios de la existencia de un delito tributario, iniciará un procedimiento de recopilación de los antecedentes para que el Director cuente con los elementos de juicio necesarios para adoptar la decisión contemplada en el inciso 3° del artículo 162 del Código Tributario. En caso que el Director opte por perseguir la aplicación de la multa y de la pena corporal previstas como sanciones copulativas, deberá interponer por sí o por intermedio del Consejo de Defensa del Estado, la correspondiente querella o denuncia, circunstancia en la cual los antecedentes recopilados se pondrán a disposición del Ministerio Público o del órgano jurisdiccional que corresponda.

El Servicio ha dicho en Circular 40 de 2002, que se entiende por recopilación de antecedentes, la acción del Servicio por la cual se hace acopio de los elementos que se consideren necesarios para que el Director adopte la decisión consagrada en el inciso 3° del artículo 162 del Código Tributario, vale decir, los antecedentes que demuestren la materialidad de los hechos que puedan configurar un ilícito tributario, así como la participación de las personas involucradas en su ejecución y el monto del perjuicio fiscal, si corresponde. 

En este aspecto, con el objeto que la modificación adecuatoria introducida a la norma no sea meramente cosmética, el Tribunal Constitucional al pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo, dispuso que solamente en el entendido que se trate de recopilación y no de una investigación la norma es constitucional y agrega que tan pronto como el Servicio tenga antecedentes de que se está en presencia de un delito, debe poner los antecedentes en manos del Ministerio Público. (Volveremos sobre el punto al tratar los procedimientos por delito tributario).

Por otra parte, la Ley 19.806 modificó el inciso 2° del artículo 161 N° 10 del Código Tributario, facultando al Director para ordenar la aposición de sellos y la incautación de los libros de contabilidad y demás documentos relacionados con el giro del infractor, con el objeto de llevar a cabo el procedimiento de recopilación de antecedentes de que trata el inciso precedente. Estas medidas, conforme a lo dispuesto en los incisos 3° y 4° de esta norma legal, podrán cumplirse en el lugar en que se encuentre o pueda encontrarse aquella documentación, recurriendo al auxilio de la fuerza pública si fuere necesario, la que será concedida sin más trámite que la exhibición de la resolución que ordena la medida, pudiendo procederse con allanamiento y descerrajamiento si fuere necesario.

F.- CITACIÓN DEL ARTÍCULO 63 CÓDIGO TRIBUTARIO.

ARTICULO 63.- “El Servicio hará uso de todos los medios legales para comprobar la exactitud de las declaraciones presentadas por los contribuyentes y para obtener las informaciones y antecedentes relativos a los impuestos que se adeuden o pudieran adeudarse.”

“El Jefe de la Oficina respectiva del Servicio podrá citar al contribuyente para que, dentro del plazo de un mes, presente una declaración o rectifique, aclare, amplíe o confirme la anterior. Sin embargo, dicha citación deberá practicarse en los casos en que la ley la establezca como trámite previo. A solicitud del interesado dicho funcionario podrá ampliar este plazo por una sola vez, hasta por un mes. Esta facultad podrá ser delegada en otros jefes de las respectivas oficinas.”

“La citación producirá el efecto de aumentar los plazos de prescripción en los términos del inciso 3º del artículo 200 respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en ella.”

Finalidad

1) Por una parte, constituye un importante medio de fiscalización con que cuenta el Servicio de Impuestos Internos, puesto que mediante ella puede requerir al contribuyente para que presente una declaración omitida; o bien para que proceda a su verificación, aclaración o  ampliación, todo ello derivado de los antecedentes que le sirven de fundamento al Servicio.

2) Además, desde el punto de vista del contribuyente, constituye una nueva oportunidad que se le brinda para subsanar omisiones, o errores en que se hubiera podido incurrir respecto a la obligación de tener que efectuar declaraciones de impuestos, o en su defecto, insistir en la determinación del impuesto o una diferencia, vía la formulación de una liquidación o reliquidación.

Contenido:

Se solicita al contribuyente que:

a.- Que presente una declaración que no presentó en su oportunidad o

b.- Que rectifique rectifique, aclare, amplíe o confirme la anterior declaración.
Al  tenor de las disposiciones legales transcritas artículo 63, inciso tercero en relación con el artículo 200, inciso tercero, la citación debe especificar las materias sobre las que el contribuyente tiene obligación de declarar o rectificar, aclarar, ampliar o confirmar lo declarado anteriormente. Dicha especificación trascendental, pues delimita el ámbito de aplicación del aumento de los plazos de prescripción.

Funcionario competente para formular la citación:

La ley ha señalado que la citación puede hacerla "el Jefe de la oficina respectiva del Servicio", agregando más adelante que "Esta facultad podrá  ser delegada en otros jefes de las  respectivas oficinas".

Por "Jefe de oficina respectiva" se ha entendido que son los Directores Regionales, en la jurisdicción de sus respectivos territorios. Diversas resoluciones de delegación de facultades han autorizado a Jefes de Fiscalización, Jefes de Grupos de Fiscalización, para Practicar estas citaciones.

Carácter  facultativo u obligatorio:

a) La citación como trámite facultativo:

Por regla general, la citación es un trámite que el SII. podrá practicar o no, según lo estime conveniente. Lo hará, por lo tanto, en todos aquellos casos en que del estudio de los antecedentes reunidos durante la revisión se desprenda la necesidad de citar al contribuyente. Esto aparece del empleo que hace la ley de la expresión verbal "podrá ", que deja en claro que se trata de una facultad del Servicio y no, por lo general, de una obligación.

b) La citación como trámite obligatorio:

El propio artículo 63º, en su inciso 29, establece que "Sin embargo, dicha citación deberá practicarse en los casos en que la ley la establezca como trámite previo". De esto resulta que en aquellas oportunidades en que la ley se haya preocupado de disponer expresamente que será necesario citar previamente al contribuyente, antes de practicarle una liquidación de impuestos, la citación no va a ser una mera facultad, sino que será obligatorio hacerla antes de emitir una liquidación.

Los casos en que esta diligencia está concebida como necesaria en el Código Tributario, son los siguientes: 

1.- Cuando el contribuyente, estando obligado a presentar una declaración de impuestos, no la hubiera presentado; el artículo 22º del Código Tributario dispone que el Servicio, "previos los trámites establecidos en los artículos 63 y 64",  puede fijar los impuestos que adeude.

2.- El artículo 27º del Código Tributario, en su inciso 1° contempla diversos casos en que es necesario prorratear el valor de bienes raíces y muebles y en su inciso 2° establece:          "Cuando para otros efectos tributarios sea necesario separar o prorratear diversos tipos de ingresos o de gastos y el contribuyente no esté obligado a llevar una contabilidad  separada, el Servicio pedirá a éste los antecedentes que correspondan, haciendo uso del procedimiento contemplado en el  artículo 63º. A falta de antecedentes o si ellos fueren   incompletos, el Servicio hará  directamente la separación o prorrateo pertinente".

3.- Cuando las declaraciones, documentos, libros de contabilidad o antecedentes presentados por el contribuyente, sean tachados como no fidedignos por el Servicio. Art. 21º inciso segundo.

Por contabilidad fidedigna debe entenderse la que registra en forma fiel y por orden cronológico y por los verdaderos montos, ajustándose a las normas legales y reglamentarias vigentes, las operaciones, ingresos, egresos, inversiones y existencia de bienes correspondientes a las actividades del contribuyente, que dan como resultado las rentas efectivas que la ley obliga a declarar, con la sola excepción de aquellas partidas que la ley permite no anotar. Por consiguiente, la contabilidad podrá  ser tildada como no fidedigna, por ejemplo, cuando omite registrar ingresos, no registra determinadas inversiones, gastos o compras, su anotaciones no aparecen  respaldadas por la documentación probatoria respectiva, cuando es usual u obligatorio el otorgamiento de comprobantes; cuando se omiten bienes en los inventarios; cuando se adultera o falsean las cifras que deben incluirse en los balances o en la  contabilidad.

El artículo 21º del Código Tributario, que se pone en este caso, establece en su inciso 2° que en tal evento, "el Servicio, previos los trámites establecidos en los artículos 63º y 64º practicar  las liquidaciones o reliquidaciones que procedan, tasando la base imponible con los antecedentes que obren en su poder".

Efectos de la omisión de la citación cuando es obligatoria.

La omisión del trámite de la citación, en aquellos casos en  que la ley la ha establecido como un trámite obligatorio  previo a la liquidación, acarrea la nulidad de la tasación y liquidación de los respectivos impuestos.

Plazo de citación.

La citación del artículo 63º, inciso 2°,  constituye una actuación administrativa del Servicio que debe ser notificada válidamente al contribuyente, en alguna de las formas que el Código Tributario contempla, esto es, por carta certificada, personalmente, o por cédula.

A partir de la fecha de notificación empieza a correr el plazo de que dispone el contribuyente para dar respuesta, que es de un mes.

El plazo de la citación es prorrogable, a solicitud del interesado, por una sola vez, y hasta por un mes. 

La ampliación del plazo es una facultad del Servicio, que ha instruido a sus funcionarios en el sentido de que sólo debe otorgarse:

1. Cuando el contribuyente se encuentre en una situación de imposibilidad absoluta de cumplir con lo que se le ha pedido, dentro del plazo primitivo.

2. Que se haga la petición por escrito, antes del vencimiento del plazo primitivo.

El plazo se amplía por el número de días necesario, y en  ningún caso puede exceder de un mes.

La prórroga sólo puede otorgarse por una vez, aunque se haya dado por un lapso inferior de un mes.

Tanto el otorgamiento de la prórroga como su denegación o la concesión de la misma por un plazo menor que el solicitado por el contribuyente, deberá comunicarse a éste por una resolución simple, la cual le debe ser notificada en forma legal (Circ. 73- 2001).

Se ha instruido a los funcionarios del Servicio (Circ. 73- 2001) en el sentido que el Servicio debe abstenerse de citar al contribuyente, si de los antecedentes existentes en poder del Servicio se puede desprender, sin lugar a dudas, que la irregularidad que se impute al contribuyente incidirá en diferencias impositivas en períodos que exceden de los plazos previstos en el artículo 200° del Código Tributario..

Respuesta a la citación.

El contribuyente puede dar o no respuesta a la citación, dentro del plazo primitivo o prorrogado de que dispone. Pueden, por    consiguiente, darse las siguientes situaciones:

1. El contribuyente no da respuesta a la citación. Una vez transcurrido el plazo, el Servicio procede a efectuar una liquidación en que se incluirán todos los cobros contenidos en la citación, o bien, tasar la base imponible con los antecedentes de que disponga, según los casos. 

2. El contribuyente da respuesta por escrito. 

Posición del contribuyente ante la citación:

a.- El contribuyente puede aceptar en forma expresa o tácita la objeción o reparo efectuado por el Servicio, con lo cual éste quedará  en situación de incluir los respectivos reparos en la liquidación que se practique.

b.- También puede adoptar la posición contraria, oponiéndose a los reparos que se le hayan formulado, e incluso acompañando documentos o antecedentes para apoyar su posición.

En este último caso, el Servicio deberá proceder al estudio de tales antecedentes, del que podrá  resultar alguna de las siguientes posibilidades:

1. Dar la razón al contribuyente y estimar improcedentes los reparos efectuados, en cuyo caso no se practicará la liquidación, por haber sido probada la corrección de la posición del contribuyente, mediante la agregación o exhibición de documentos o antecedentes que desvirtúen los  reparos o la exposición de argumentos o razones que demuestren la improcedencia de los cobros que se querían efectuar.

2. Dar por justificada una parte.  En tal evento será el saldo no justificado el que deberá ser tomado en cuenta por el Servicio para la liquidación que va a  practicar.

3. No se desvirtúan los reparos efectuados por el Servicio, caso en el cual se procederá a la emisión de las liquidaciones respectivas.

Efectos que produce la citación.

Por el hecho de citarse al contribuyente, se produce aumento de los plazos de prescripción, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso final del artículo 63 del Código, “la citación producirá el efecto de aumentar los plazos de prescripción en los términos del inciso 3° del artículo 200 respecto de los impuestos derivados de las operaciones que se indiquen determinadamente en ella”. Esta materia, como afecta los plazos de prescripción, la veremos en la próxima unidad.

Tasación de la base imponible

De conformidad a lo dispuesto en el artículo 64º, incisos 1° y 2°, del Código Tributario, el Servicio queda en posición de  tasar la base imponible  “con los antecedentes que tenga en su  poder, en caso que el contribuyente no concurriere o no cumpliere las exigencias que se le formulen, o al cumplir con ellas no subsanare las deficiencias comprobadas o que en definitiva se comprueben". "Asimismo, el Servicio podrá proceder a la tasación de la base imponible de los impuestos, en los casos del inciso 2° del artículo 21 y del artículo 22".

Por lo tanto, en aquellos casos en que la citación constituye un trámite previo obligatorio para el servicio, éste recién queda en condiciones de practicar liquidaciones y tasar la base imponible de los impuestos, una vez que ha cumplido con citar al contribuyente y se ha dado a él la oportunidad de dar  su respuesta a la citación.

LIQUIDACIONES DE IMPUESTO

Concepto.

Toda determinación de impuesto que el Servicio hace a los contribuyentes. Comprende, en consecuencia, también las determinaciones que se hacen sobre la base de tasaciones. Cada liquidación se refiere a un determinado impuesto y a un  determinado periodo tributario, aún cuando en la práctica la liquidación vaya comprendida en un cuerpo o legajo de liquidaciones correspondientes a diversos impuestos y a distintos años tributarios como, por ejemplo, impuesto de Primera Categoría e Impuesto Global Complementario.

En consecuencia, podemos decir que la liquidación es una actuación de la administración, cuya  finalidad es la de determinar un impuesto, en base a las declaraciones y antecedentes que presente el contribuyente, o derivada de la facultad de ésta para fiscalizar y aplicar los  impuestos con los antecedentes que obren en su poder.

Casos en que pueden Practicarse.

De acuerdo con lo dispuesto en distintas disposiciones del Código Tributario, procede que el Servicio practique liquidaciones en los siguientes casos:

a) Incumplimiento o respuesta no satisfactoria a citación.

De conformidad con lo prevenido en los artículos 21º, 22º y 27º del Código Tributario, el Servicio debe citar al contribuyente al tenor del artículo 63º, inciso 2°, y dependiendo de si el contribuyente no da respuesta, o ésta es insatisfactoria, podrá fijar los impuestos adeudados con el solo mérito de los  antecedentes de que disponga; esta determinación se hace en una liquidación.

b) Determinación de diferencias de impuestos.

En todos los demás casos en que producto de la revisión y examen de las declaraciones y antecedentes producidos por el contribuyente, se determina que éste adeuda diferencias de impuesto. Artículo 24º, inciso 1°.

Rol de las liquidaciones.

Con la liquidación se termina el proceso de determinación del impuesto, y en ella se manifiesta la posición de la administración en cuanto al verdadero monto del tributo.

De acuerdo con lo anterior, podemos decir que la liquidación  juega los siguientes roles:

a) Constituye la etapa final en el proceso de determinación de impuestos efectuada por el  Servicio de Impuestos Internos. Determinación, (no de cobro ni de pago).

b) Fija la pretensión de la administración respecto de la correcta determinación y monto de un impuesto.

c) Compete al contribuyente  aceptar la determinación de la obligación, o en su defecto impugnarla mediante la deducción del reclamo respectivo.

Requisitos Formales que deben contener las liquidaciones.

1) Lugar y fecha en que se practique;

2) Número correlativo, que deberá darse en cada Unidad, para cuyo efecto se llevará un Registro Especial;

3) Individualización precisa del contribuyente;

4)  Antecedentes precisos que sirvieron de base para practicarla;

5) Base imponible o partidas gravadas, con la tasa de impuesto correspondiente;

6) Monto de los impuestos determinados;

7) Determinación de las multas que proceden y de los intereses penales al último día del mes en que se practique la liquidación;

8) Firma y timbre del o los funcionarios liquidadores, y

9) Visto bueno del Jefe, según proceda. 

Antecedentes que deben contener las Liquidaciones.

En la liquidación deberá expresarse claramente cada una de las partidas constitutivas de una mayor renta imponible, señalando su naturaleza y las razones por las cuales se gravan o se consideran como renta omitida o como disminución de la renta declarada.

  En caso de haberse prescindido de la contabilidad y demás antecedentes del contribuyente por considerarse que no son fidedignos, para liquidar otro impuesto que el que resulte de ellos, deberá expresarse en la liquidación esta circunstancia, en forma previa al cálculo de la renta imponible y del impuesto, señalando concreta y específicamente las razones, hechos y antecedentes en que se fundamente la calificación de no fidedigna de la contabilidad y documentos del contribuyente. Al respecto, se recuerda que según lo previsto en el artículo 21° del código Tributario, el peso de la prueba recae en el Servicio en esta situación. 

  Respecto de aquellas partidas que con motivo de la citación el contribuyente hubiere dado explicaciones o presentado antecedentes probatorios, pero que el funcionario fiscalizador mantuviere en la liquidación por desestimar dichas explicaciones o antecedentes, deberá expresarse esta circunstancia en la misma liquidación, indicando las razones que se tuvieron para la desestimación.

Trámites previos que se deben observar para practicar una liquidación :

Para que la liquidación que practique el Servicio de Impuestos Internos sea válida, se deben tener presente:

   a.- La oportunidad de practicar la liquidación, es dentro de los plazos de prescripción. En efecto, el artículo 200° del Código Tributario señala que el Servicio podrá liquidar un impuesto y revisar cualquiera deficiencia ocurrida en ella, dentro de los términos que se disponen, 3 ó 6 años, según el caso. Por su parte el mismo Código en su artículo 25° consagra igual limitación.

   b.- tratándose de las situaciones contempladas en los artículos 21°, 22° y 27° del Código Tributario, el Servicio previo a la liquidación que practique, deberá cumplir con  el trámite de la citación que consagra el artículo 63° del mismo texto legal.

   c.- De conformidad a lo que dispone el artículo 21° del Código Tributario, el servicio no podrá prescindir de las declaraciones y antecedentes presentados o producidos por el contribuyente y liquidar otro impuesto que el que de ellos resulte, a menos que esas declaraciones, documentos, libros o antecedentes no sean fidedignos.

   d.- La limitación dispuesta por el artículo 26° del Código Tributario, en cuanto a que no procede el cobro con efecto retroactivo y por consiguiente liquidar impuestos en tal forma, si el contribuyente se ha ajustado de buena fe a una determinada interpretación de las leyes tributarias efectuada por el Director;

Notificación de las liquidaciones.

   Siendo las liquidaciones de impuesto, una de las actuaciones que realiza el servicio de Impuestos Internos, debe ser puesta en conocimiento de los contribuyentes, y ello conforme a lo que señaláramos al referirnos a las notificaciones, puede ser personalmente, por cédula o por carta certificada.

Carácter provisional.

Conforme el artículo 25, toda liquidación de impuestos practicada por el Servicio tendrá el carácter de provisional mientras no se cumplan los plazos de prescripción, salvo en aquellos puntos o materias comprendidos expresa y determinadamente en una revisión sobre la cual se haya pronunciado el Director Regional, sea con ocasión de un reclamo, o a petición del contribuyente tratándose de términos de giro. En tales casos, la liquidación se estimará como definitiva para todos los efectos legales, sin perjuicio del derecho de reclamación del contribuyente si procediera 

Conforme lo anterior, el Servicio puede modificar las liquidaciones que hubiere practicado mediante una nueva liquidación, en cuyo caso la nueva liquidación toma el nombre  de reliquidación.

Los casos en que no puede modificarse, es decir, tienen  el carácter de definitivas, son los siguientes:

a.-  Si se han cumplido los plazos de prescripción.

b.- Cosa Juzgada, es decir, si el Tribunal conoció de una liquidación y se pronunció sobre su pertinencia.

c. Si se practicó la liquidación con ocasión de un término de giro, de esta forma, la determinación de impuestos que se efectúa en el término de giro no puede modificarse por una reliquidación, pero si pueden efectuarse nuevos cobros que hayan quedado sin incluir en la liquidación, mientras esté pendiente el plazo de prescripción, ya que como dijimos en la unidad anterior, el certificado de término de giro no altera las facultades del Servicio en los términos que establece el artículo 59 del Código.

GIROS  DE IMPUESTOS

Concepto

Respecto a los giros de impuestos, el artículo 37º del Código Tributario, expresa que: "Los impuestos deberán ser girados por el Servicio mediante roles u órdenes de ingresos, salvo los que deban pagarse por medio de timbres, estampillas o  papel sellado". Dicha disposición ha dado lugar a que se les defina como:  “La orden competente que el Servicio de Impuestos Internos extiende al contribuyente para que ingrese en arcas fiscales un valor determinado por concepto de impuestos, reajustes, intereses y multas”. 

En general, para que sea procedente la emisión de un giro de impuesto, es necesario que concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Una declaración o petición del contribuyente de que se establezca que adeuda impuestos; 

b) Que se trate de un impuesto de aquellos cuya determinación corresponda a la administración;  

c) Que el Servicio haya practicado una liquidación de impuestos; y 

d) Excepcionalmente  procede también la emisión, producto de la acción fiscalizadora del Servicio sin liquidación previa, cuando concurre alguna de las circunstancias previstas en el artículo 24º del Código Tributario.

Oportunidad en que el Servicio puede girar impuestos:

Dependiendo del hecho o circunstancia que hace procedente la emisión del giro, será la oportunidad o momento en que el  Servicio debe o queda habilitado para practicar esta actuación. Así es como podemos distinguir las siguientes  situaciones:

a) Giro en base a una declaración o petición del contribuyente.

Si el antecedente que sirve  de base a la emisión del giro, lo constituye una declaración o petición del contribuyente y  ésta ha sido formulada con anterioridad al vencimiento del plazo legal en que el tributo resultante debe ser pagado, es indudable que el Servicio deberá emitir el giro antes de que se produzca tal vencimiento. Ello en atención a que, siendo el giro la orden competente, con la que el contribuyente puede enterar en arcas fiscales el monto del tributo, debe permitírsele hacerlo dentro del plazo; lo contrario le significar  tener que quedar afecto a los recargos legales por el cumplimiento extemporáneo.  Aunque en el evento de producirse tal situación, al contribuyente le beneficiaría lo que dispone el inciso quinto, del artículo 53º, del Código  Tributario.

En todo caso, el servicio dispone del plazo de tres años para girar, contados desde la expiración del plazo legal en que debe  efectuarse el pago, conforme a lo que dispone el artículo 200º del Código Tributario. 

b) Giro de impuestos determinados por la administración.

Tratándose de aquellos impuestos cuya determinación corresponde a la administración, con prescindencia del contribuyente (entendiendo la determinación como la realización de los actos y procedimientos destinados a precisar la ocurrencia de un hecho gravado, persona respecto de la que se produjo, valorización de tal hecho y aplicación de la tasa), como ocurre con el Impuesto Territorial, la oportunidad en que se debe emitir el giro o rol, es con anterioridad a la expiración del plazo legal en que debe efectuarse el pago. Con todo, la administración puede emitir el giro, dentro del plazo de tres años a partir de esa fecha.

c) Giro derivado de una liquidación de impuesto.

Recordaremos que en su oportunidad señalamos que la acción fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos generalmente detectaba diferencias de impuestos que culmina con la formulación de la respectiva liquidación. Digamos también que tal actuación produce el efecto de interrumpir el plazo  de prescripción, dando origen a un nuevo término, para que se girare los impuestos determinados  en la liquidación.

Pues bien, formulada una liquidación corresponde precisar el momento en que el Servicio queda habilitado para poder proceder al giro del impuesto.

Situaciones:

1. Si el contribuyente no dedujere reclamación dentro del plazo fatal de sesenta días hábiles, contados desde la  notificación de la liquidación: una vez transcurrido dicho término. 

Ahora, el término de tres años de que el Servicio dispone para girar, se inicia desde el momento en que la liquidación fue notificada al contribuyente, puesto que el impedimento de girar mientras transcurra el plazo en que se puede deducir reclamación en contra de la liquidación, no produce el efecto de suspender el término de  prescripción.

2. Si el contribuyente hubiere formulado reclamo en contra de la liquidación, puede procederse al giro de los impuestos una vez que sobre él se pronuncie el Juez Tributario, negando lugar al reclamo. Respecto del término dentro del cual el Servicio debe emitir el giro, es de tres años que debe ser computado de la siguiente manera: primero debe computarse el período comprendido entre la notificación de la liquidación y la interposición del reclamo (momento en que se suspende el plazo de prescripción) continuando con su cómputo una vez que se pronuncia el Director Regional y hasta completar los tres años.

Si el contribuyente reclamare y solicitare además, fijación de un plazo para fallar, en el caso que proceda y  una vez transcurrido dicho plazo sin que se haya dictado sentencia y dictada, a petición del reclamante,  la resolución que tenga por rechazado el reclamo, ello de conformidad a lo que dispone el artículo 135º del Código Tributario, el cómputo del plazo de tres años dentro del cual debe emitirse el giro es igual al caso que hemos señalado precedentemente.

Si por alguna  circunstancia, sea de temporalidad, formalidad u otra, se tenga por no presentado. En este evento la sentencia interlocutoria que tiene por no presentado el reclamo, produce los mismos efectos que la sentencia  definitiva, respecto de la oportunidad en que debe el Servicio de Impuestos Internos emitir el giro.

3. Habiendo sido practicada una liquidación de impuesto, el giro puede ser emitido con anterioridad a las oportunidades que hemos señalado, cuando así lo solicitare el contribuyente, conforme a lo dispuesto en el inciso 3°, del artículo 24º, del Código Tributario,

d) Giros emitidos sin trámite previo.

Finalmente, respecto de las oportunidades en que el Servicio de Impuestos Internos puede estar  habilitado para proceder al  giro de impuesto, el artículo 24º contempla tres situaciones en que no requiere de trámites previos.

Con anterioridad hemos señalado que la acción fiscalizadora del Servicio generalmente culmina con la formulación de una liquidación; pues bien, excepcionalmente puede terminar con la emisión inmediata del giro del impuesto, y ello ocurre cuando se detectan algunas de las situaciones siguientes, contempladas todas ellas en el inciso cuarto del artículo 24º del Código Tributario:

1. Impuestos de recargo, retención o traslación, que no hayan sido declarados oportunamente, respecto de las sumas contabilizadas. En consecuencia, en esta primera situación deben concurrir los siguientes hechos: 

a) Debe tratarse de  impuestos de recargo, retención o traslación; 

b) No estar declarados: y 

c) Que los impuestos deriven de sumas contabilizadas.

A su vez la Ley N°19.506, publicada en el Diario Oficial del 30 de Julio de 1997, agregó un inciso 5° al Artículo 24 del Código Tributario, en el que establece “las sumas que un contribuyente deba legalmente reintegrar, correspondientes a cantidades respecto de las cuales haya obtenido devolución o imputación serán consideradas como impuestos sujetos a  retención para los efectos de su determinación, reajustes, intereses y sanciones que procedan y para la aplicación de lo dispuesto en la primera parte del inciso anterior”.  Así,  se autoriza para que el Servicio pueda girar de inmediato y sin otro trámite previo. 

 2. Las cantidades que hubieren sido devueltas o imputadas y en relación con las cuales se haya interpuesto acción penal por delito tributario.

3. Todos los impuestos adeudados por el fallido. 
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